Radicado No.: 2016  00010 01

Accionante: Fernando Vargas Cataño
Accionado: Secretaria de educación de Risaralda y otro
Decisión: Confirma y modifica

PETICIÓN PARA RECLAMAR PRESTACIONES DEL MAGISTERIO/ Fiduciaria vulnera el derecho de petición al no decidir sobre la aprobación del proyecto de resolución enviado por el ente territorial/ Deber de la Secretaría de Educación de agotar las actuaciones posteriores a la decisión adoptada por la Fiduprevisora 
“(…) se debe indicar que la principal demora que aquí se aprecia, proviene no de la Secretaría de Educación del Departamento, que ya cumplió con aquello que le corresponde, esto es la proyección de la resolución por medio de la cual se reconoce o niega el derecho, igualmente el remitirla a la entidad fiduciaria para su eventual aprobación, lo cual hizo desde el mes de noviembre de 2015, sin que hasta la fecha la Fiduprevisora se haya pronunciado al respecto. 

(…) sin embargo, no es posible acceder a la pretensión de la impugnante de desvincularla del presente asunto, pues como viene de verse, para que el señor Vargas obtenga una respuesta de fondo, ambas entidades deben concurrir a realizar una determinada tarea, y si bien, la entidad departamental ya inició la suya, ahí no termina la misma, pues es a ella a quien le corresponde realizar los trámites posteriores a la aprobación o rechazo de la resolución ya enviada, a fin de que el petente obtenga la notificación de la decisión y el posible pago de lo solicitado.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-361 de 2009.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la accionada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, en contra del fallo proferido 8 de febrero de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito local, dentro de la acción constitucional instaurada por el señor FERNANDO VARGAS CATAÑO, en contra de esa entidad y la FIDUPREVISORA S.A.
ANTECEDENTES

Indica el libelista que por intermedio de apoderado judicial radicó petición ante la Secretaría de Educación Departamental el 17 de junio de 2015, solicitando el cumplimiento de un fallo proferido por el Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión de Risaralda el 31 de octubre de 2013; sin embargo a pesar del tiempo transcurrido desde ese día hasta la fecha, la entidad no ha dado una respuesta de fondo a lo pedido. 
Por lo narrado, considera el accionante que se le está vulnerando su derecho fundamental de petición por lo tanto, solicita se le ordene a quien corresponda darle una respuesta concreta y de fondo a su solicitud. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El 25 de enero de 2016 el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar, corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley y al efectuar un juicioso estudio de la situación fáctica planteada, decidió tutelar el derecho fundamental de petición del señor Vargas; en consecuencia, le ordenó a la Secretaría de Educación de Risaralda, al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y a la Fiduprevisora S.A., que en el término máximo de 15 días contados a partir de la notificación de la providencia, se pronunciaran de fondo respecto a la solicitud que el representante judicial del accionante impetrara el 17 de junio de 2015.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
La Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, después de haber sido debidamente notificada de la decisión de instancia impugnó la misma, allegando escrito en el cual solicita ser desvinculada del presente asunto toda vez que su actuar se ha dado ajustado a derecho y a las normas que rigen el tema pensional de los docentes pertenecientes al Magisterio, en atención a ello desde el 4 de septiembre de 2015 remitieron a la Fiduprevisora el proyecto de acto administrativo en relación con la solicitud del accionante, sin que hasta el momento dicha entidad les haya dado respuesta alguna para ellos poder continuar con el trámite, por tanto, hasta que la fiduciaria no se pronuncie esa secretaría no podrá realizar ninguna otra actuación, situación que le fue comunicada al abogado del accionante mediante oficio que se le remitiera el 1º de febrero de 2016. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a la Sala, si las entidades accionadas han vulnerado efectivamente el derecho fundamental de petición del accionante, o si por el contrario su actuar ha estado ajustado a derecho y por tanto se debe revocar el fallo de instancia.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.
La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que tuteló el derecho fundamental de petición a favor del señor Fernando y le ordenó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y a la Fiduprevisora resolver de fondo la petición que él les hiciera respecto al aumento de su pensión, otorgando para ello un término de quince (15) días contados a partir de la notificación de la providencia.
Como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 
En el caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, el derecho de petición de cumplimiento de una sentencia judicial de aumento pensional fue presentado el 17 de junio de 2015 por parte del abogado señor Fernando Vargas ante la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda, tal como se aprecia a folios 3 y 4 del cuaderno de tutela. Igualmente, de la respuesta dada por la Secretaría de Educación de Pereira, se puede concluir que ella cumplió con su deber legal de recibir los documentos de solicitud, elaborar el proyecto de acto administrativo y enviarlo a la Fiduprevisora para su aprobación el 4 de septiembre de 2015, con los soportes pertinentes para ese tipo de reclamaciones; por lo anterior es viable concluir que los documentos contentivos de la petición y el proyecto de resolución reposan en poder de la entidad fiduciaria desde esas calendas, sin respuesta a la fecha. Sustento probatorio presentado por la accionada Secretaría de Educación (fl.13), que adquiere plena credibilidad para esta Corporación habida cuenta que no fue controvertida en momento alguno por la Fiduprevisora. 
En punto del reconocimiento y pago de prestaciones sociales a cargo de las Secretarías de Educación departamentales, se tiene que, como bien lo dieron a conocer las impugnantes, existe un procedimiento especial para ello, el cual esta establecido en los artículos 4º y 5º del Decreto 2831 de 2005 que indican: 

“Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación.

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley”.

De otro parte, el numeral 5º del artículo 3º de la citada norma establece que para el pago de la prestación económica concedida al docente, la secretaría de educación que expida el acto administrativo, debe enviarle copia del acto administrativo a la entidad fiduciaria que maneje la cuenta de prestaciones sociales del magisterio, con la respectiva constancia de ejecutoria.

Así las cosas, basta con detenerse a observar la fecha de radicación  -17 de junio de 2015- de la petición elevada por el accionante, para advertir que el plazo legal para dar respuesta se encuentra ampliamente superado, esto porque han transcurrido más de 7 meses en silencio.
De conformidad con el acontecer fáctico que se ha puesto de presente en este particular evento, debe decir la Sala que no  hay duda que en efecto se estructuró una trasgresión a la prerrogativa constitucional que garantiza una adecuada y oportuna respuesta a las peticiones que los particulares presentan ante cualquier autoridad, tal como lo consagra el artículo 23 Superior. 
Sin embargo, se debe indicar que la principal demora que aquí se aprecia, proviene no de la Secretaría de Educación del Departamento, que ya cumplió con aquello que le corresponde, esto es la proyección de la resolución por medio de la cual se reconoce o niega el derecho, igualmente el remitirla a la entidad fiduciaria para su eventual aprobación, lo cual hizo desde el mes de noviembre de 2015, sin que hasta la fecha la Fiduprevisora se haya pronunciado al respecto. 
De acuerdo a lo anterior, no fue errado el convencimiento del Juez A-quo respecto a la responsabilidad de esa entidad frente a la vulneración del derecho del accionante, sin embargo, no es posible acceder a la pretensión de la impugnante de desvincularla del presente asunto, pues como viene de verse, para que el señor Vargas obtenga una respuesta de fondo, ambas entidades deben concurrir a realizar una determinada tarea, y si bien, la entidad departamental ya inició la suya, ahí no termina la misma, pues es a ella a quien le corresponde realizar los trámites posteriores a la aprobación o rechazo de la resolución ya enviada, a fin de que el petente obtenga la notificación de la decisión y el posible pago de lo solicitado. 
De acuerdo a lo anterior, no se revocará el fallo de primer grado pero sí se harán unas precisiones que no realizó el Juez de primer nivel, en el sentido de indicar que el plazo de los 15 días no son comunes para las accionadas, toda vez que es necesario precisar que son quince días para que la fiduciaria, si aún no lo ha hecho, proceda a emitir su concepto frente al proyecto de resolución que en punto de la solicitud del docente Fernando Vargas le enviara la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda el 4 de septiembre del año 2015. Por otra parte, se le ordenará a la entidad departamental de educación de Risaralda que una vez reciba de la Fiduprevisora de regreso el proyecto de acto administrativo, proceda dentro de los 5 días hábiles siguientes a realizar todo lo necesario para notificar el mismo al accionante para que de esa manera él pueda lograr el eventual pago efectivo de lo pedido. Adicionalmente, se agregará un numeral al fallo de primer grado, por medio del cual se le ordenará a cada una de las entidades informar por escrito al señor Fernando Vargas Cataño, acerca de las actuaciones realizadas para el cumplimiento de lo aquí ordenado. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito local, el 8 de febrero de 2016 en cuanto protegió el derecho fundamental invocado por el señor FERNANDO VARGAS CATAÑO.
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral 2º del fallo revisado, en el sentido de ACLARAR que el término concedido en primera instancia, de quince (15) días a la FIDUPREVISORA S.A., son para que, si aún no lo ha hecho, se pronuncie respecto al proyecto de acto administrativo remitido por la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, desde el 4 de septiembre de 2015, el cual reposa en sus oficinas, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

TERCERO: ADICIONAR un numeral al fallo revisado, por medio del cual se le ORNDENA a la  SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, que dentro de los CINCO (5) días hábiles siguientes a la recepción de la respuesta por parte de la Fiduprevisora, proceda a realizar las correcciones a la resolución y reenviarlas, si es necesario; de no ser así, dentro de ese término deberá proceder a hacer los trámites que le correspondan para notificarle al accionante el acto administrativo.
CUARTO: Agregar un numeral a la sentencia revisada ORDENÁNDOLE a las entidades accionadas informar por escrito al señor Vargas Cataño de las actuaciones realizadas por cada una de ellas dentro de sus competencias, y conforme a lo aquí dispuesto, para la resolución de su petición. 
QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional. Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001.


� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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